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Tras comentar la economía política del anclaje de las reformas en las políticas públicas,
logrado en virtud de acuerdos de integración regional, el artículo presenta brevemente
el modelo Tovias-Ugur y sus principales resultados, haciendo énfasis en las condiciones
principales que debe cumplir un acuerdo regional para resultar eficaz en lo que se
refiere a su capacidad de anclaje. La aplicación de dicho modelo a la Asociación
Euromediterránea sirve para poner de manifiesto las limitaciones de la misma en orden
a la consecución del objetivo mencionado. A continuación, el artículo se centra de forma
más específica en el análisis de los elementos de condicionalidad presentes en la
Política Europea de Vecindad, evaluando si ésta contiene suficientes ingredientes nuevos
que le permitan funcionar como un dispositivo de anclaje eficiente, comparable, en
algún sentido, a la adhesión a la Unión Europea.
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1. Introducción

La incipiente bibliografía sobre el «anclaje» (ancho-

ring) llama la atención sobre los beneficios no convencio-

nales de los acuerdos de integración regional, que inclu-

yen la credibilidad y señalización de las políticas públi-

cas. Sin embargo, esta bibliografía tiende a considerar el

anclaje de las reformas de las políticas públicas como

una opción dada exógenamente para el país reformador.

En un artículo publicado en 2004, este autor y Mehmet

Ugur demostraron que el anclaje es una opción determi-

nada de forma endógena que puede no garantizar nive-

les óptimos de reformas políticas ni un anclaje eficaz a

menos que los contratos relevantes sean exhaustivos y

compatibles con incentivos (Tovias y Ugur, 2004). En él

estudiamos el pilar económico de la Asociación Eurome-

diterránea (en adelante AEM) para determinar en qué

medida cumplen estas condiciones sus disposiciones

contractuales. Nuestras conclusiones sugieren que la

AEM deja demasiado margen a la discrecionalidad y no

internaliza las externalidades positivas asociadas a las

reformas de las políticas públicas. Por tanto, llegamos a

la conclusión de que no puede esperarse que funcione

como un dispositivo de anclaje eficaz y eficiente.
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Los apartados 3 y 4 del presente artículo contienen

fundamentalmente una sucinta presentación del modelo

propuesto, así como su aplicación al caso de la AEM

partiendo de Tovias y Ugur (2004), y un resumen de sus

principales conclusiones. Le preceden, en el apartado 2,

algunos comentarios sobre la economía política del an-

claje de las reformas de las políticas mediante la forma-

lización de acuerdos de integración regional. Esto nos

servirá para preparar el terreno para abordar, en el apar-

tado 5, el principal objetivo de este artículo: centrarnos

de forma más específica en los elementos de condicio-

nalidad hallados en la Política Europea de Vecindad (la

denominada PEV). Tras examinar brevemente los ele-

mentos característicos de la PEV en comparación con la

Asociación Euromediterránea, se evalúa —con la ayuda

del modelo Tovias-Ugur de anclaje de reformas políti-

cas— si la nueva política de la UE contiene suficientes

ingredientes nuevos para funcionar, en su caso, como

un dispositivo de anclaje eficiente, comparable, en al-

gún sentido, a la adhesión a la UE.

2. La economía política del anclaje de las reformas

de las políticas públicas

A finales de los años noventa algunos investigadores

llamaron la atención sobre el papel de los acuerdos de in-

tegración regional como ancla de las reformas de las po-

líticas públicas (policy reform) en los países miembros.

En este contexto, François (1997) afirmó que el Tratado

de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) benefi-

ció a México «amarrando» las reformas mexicanas y

condujo a la reducción de las primas de riesgo sobre las

entradas de capital. Galal y Hoekman (1997a: 3; 1997b)

también tenían confianza en que el pilar económico de la

AEM mejoraría la credibilidad de la reforma por parte de

los gobiernos mediterráneos. En concreto, afirmaban que

los acuerdos de zonas de libre comercio de conformidad

con la AEM «pueden actuar como anclaje para la política

gubernamental», e indicar a los inversores que «no es

probable que el gobierno cambie radicalmente sus políti-

cas de liberalización en el futuro».

Esta versión de integración regional de una bibliogra-

fía de «anclaje» mucho más amplia tiende a conceptua-

lizar los anclajes como dispositivos de compromiso da-

dos exógenamente, a disposición de un gobierno que

realice reformas y desee que su esfuerzo reformador

sea consistente en el tiempo (time consistent). En el

contexto de la Asociación Euromediterránea la reforma

de las políticas públicas va más allá de la liberalización

comercial. Se acerca a la serie de reformas que un anti-

guo comisario europeo de comercio asoció una vez con

lo que él denominaba el modelo de integración de las

«familias felices»: convergencia e integración de políti-

cas, normas y reglamentaciones; ajuste de preferencias

colectivas; y aparición de nuevas instituciones (Lamy,

2002: 1.407). Ugur y el autor de este artículo sostene-

mos que no puede considerarse el anclaje para una

gama tan amplia de reformas como una opción dada

exógenamente para un gobierno mediterráneo reforma-

dor. Más bien, debe derivarse de forma endógena de la

negociación entre el gobierno mediterráneo y la UE, por

dos motivos.

Primero, el compromiso reformador de los gobiernos

mediterráneos está sujeto a la limitación del apoyo na-

cional, que puede operativizarse como un índice que

aumenta con el número de votos, las contribuciones de

los grupos de presión, las rentas proteccionistas, la obe-

diencia civil, etcétera, necesarios para el poder o la legi-

timidad gubernamentales. Segundo, la reforma política

es un bien público que todavía hay que producir. Cuan-

do se produzca, y en la medida en que se produzca, be-

neficiará no sólo al país reformador sino también a la UE

como agente patrocinador del anclaje. Los beneficios

para el país reformador son claros: disminución de la

captura de las políticas por parte de intereses persona-

les; reducción de las distorsiones en la economía nacio-

nal; aumento de los niveles de crecimiento y empleo; re-

ducción de las primas de riesgo solicitadas por acreedo-

res internacionales; crecimiento de las entradas de

inversiones directas extranjeras, etcétera.

Suponemos que la reformas de las políticas públicas

(es decir, la adopción de disposiciones relevantes del
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acervo de la UE) es beneficiosa para los gobiernos me-

diterráneos. Esto concuerda con las preferencias mos-

tradas por los gobiernos mediterráneos de negociar y

formalizar acuerdos de asociación con la UE. Sin em-

bargo, somos conscientes de que esta suposición pue-

de rebatirse. No obstante, dichos contraargumentos no

afectan a las conclusiones del modelo porque el análi-

sis se basa en las preferencias mostradas por los

gobiernos mediterráneos, más que en argumentos

«esencialistas» a favor o en contra de la reforma de las

políticas públicas. Los beneficios para el agente patro-

cinador del anclaje no son menos significativos: reduc-

ción de efectos spillover negativos (como la migración,

el terrorismo, incluso la guerra) debidos a la mejora del

rendimiento económico y la estabilidad política en el

país una vez reformado; mejora del acceso al mercado

del país reformista como resultado de una liberaliza-

ción comercial recíproca; aumento del alcance de los

flujos de inversión directa, etcétera.

Debido a las externalidades positivas asociadas con

la reforma de las políticas públicas, el gobierno que

busca el anclaje debería tender a vincular el nivel de

reformas a las aportaciones del organismo patrocina-

dor de dicho anclaje. De hecho, al gobierno reformista

le interesa garantizar el máximo nivel de aportaciones

y llevar a cabo la mínima cantidad de reformas políti-

cas, puesto que lo último acarrea costes a corto plazo.

Estos van desde el debilitamiento del apoyo político

para el gobierno reformista hasta efectos adversos so-

bre la distribución de la renta. Por otra parte, al agente

patrocinador del anclaje le motivaría maximizar el nivel

de reformas que debe realizar el país reformista y mini-

mizar sus aportaciones para cubrir el coste de dichas

reformas. En otras palabras: el agente patrocinador del

anclaje estaría a favor de un anclaje estricto (o de la

condicionalidad) y un mínimo nivel de pagos compen-

satorios.

Por esa razón sería demasiado simplista suponer que

los gobiernos mediterráneos pueden considerar la Aso-

ciación Euromediterránea o la Política Europea de Ve-

cindad (y, para el caso, cualquier relación contractual

con la UE) como un anclaje dado exógenamente para la

reforma de las políticas públicas. También resulta sim-

plista suponer que los gobiernos mediterráneos realiza-

rían las reformas necesarias incluso si firmasen un con-

trato de AEM o PEV dado exógenamente (o, para el

caso, cualquier otro contrato con la UE). Sin embargo, lo

más importante es que sería ingenuo afirmar que el dis-

positivo de anclaje puede inducir a los gobiernos medi-

terráneos a permanecer comprometidos con la reforma

de las políticas públicas cuando es del dominio público

que no está diseñado para tener en cuenta las externali-

dades positivas asociadas con la misma.

Todavía no hay una evaluación empírica rigurosa del

papel de anclaje de la UE; sin embargo, la eficacia de

la condicionalidad (que puede considerarse como un

tipo específico de anclaje) en los programas del Fondo

Monetario Internacional (FMI) o la ayuda al desarrollo

han sido sometidos a un examen riguroso. Los resulta-

dos de las investigaciones sugieren que la condiciona-

lidad no ha sido eficaz para garantizar el nivel espera-

do de reforma de las políticas públicas en los países

beneficiarios.

Por esta razón es necesario extraer las consecuen-

cias de estas consideraciones a un nivel analítico que

capte la negociación estratégica entre las dos partes.

Son necesarias nuevas «reglas del juego» que reduz-

can el margen para la discrecionalidad y traten el aspec-

to de bien público de la reforma de las políticas públicas

en los países que busquen financiación internacional

y/o anclajes externos.

3. El modelo Tovias-Ugur

El modelo de Tovias y Ugur (2004) muestra la nego-

ciación entre un gobierno mediterráneo reformista y una

UE que patrocina el anclaje como intercambio en el que

participan dos bienes: i) un mecanismo de anclaje con

pagos adicionales; y ii) una reforma de las políticas pú-

blicas. Esta reforma llevada a cabo por el gobierno me-

diterráneo es un bien público puro, con beneficios no ex-

cluibles y sin rivalidad: una vez producida, no sólo bene-
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ficiará al gobierno mediterráneo, sino también a la UE.

Además, la reforma política se proveerá después de

que la UE y los gobiernos mediterráneos aprueben los

términos de intercambio1.

Dado su carácter de bien público y el momento de su

provisión, la reforma política sólo se proveerá de forma

óptima si todos los beneficiarios contribuyen al coste de

la misma de acuerdo con los beneficios que obtengan.

Por último, el mecanismo de anclaje con pagos adicio-

nales ofrecido por la UE es un bien cuasipúblico, algu-

nos de cuyos beneficios (por ejemplo acceso al merca-

do y ayuda) son rivales y excluibles. Otros beneficios

(por ejemplo el aumento de credibilidad derivado de la

adopción del acervo de la UE) no tienen rivalidad ni son

excluyentes. Sin embargo, a diferencia de las reformas,

el acervo comunitario ya existe y su adopción por parte

de los gobiernos mediterráneos no aumenta su coste

para la UE (es decir, su coste social marginal es cero).

Dadas estas especificaciones, cualquier acuerdo de la

UE con países mediterráneos (por ejemplo la PEV) se-

ría un mecanismo de anclaje inferior al óptimo: i) si la

UE pone demasiado bajos sus pagos adicionales para

reflejar las externalidades positivas de las reformas; y/o

ii) si cualquiera de las partes puede violar el contrato sin

coste alguno o con un coste mínimo.

No se va a presentar aquí el análisis esquemático, com-

puesto por curvas de demanda recíproca para dos bienes

públicos: el mecanismo de anclaje con pagos adicionales

(un bien cuasipúblico) y la reforma de las políticas públicas

(un bien público puro). Aquellos interesados pueden leer

Tovias y Ugur (2004). Más bien, nos centraremos en las

tres condiciones principales que han demostrado ser las

que garantizan la eficacia del acuerdo regional que la UE

firma en cuanto a su capacidad de anclaje:

1) Los acuerdos deben ser lo más exhaustivos posi-

ble para evitar interpretaciones sesgadas y/o la falta de

cumplimiento a posteriori.

2) Los pagos adicionales de la UE a los gobiernos

mediterráneos deben ser lo suficientemente grandes

como para reducir el coste de las reformas y estar corre-

lacionados con el nivel de externalidades positivas aso-

ciadas con estas.

3) La UE debe proponer ofertas de pagos adicionales

al comienzo del período que estén lo más cerca posible

de las ofertas finales, y los pagos adicionales de la UE

deben ser tanto más elevados cuanto más elevado sea el

tipo de descuento futuro de los gobiernos mediterráneos.

La tercera condición para conseguir un diseño con-

tractual eficaz se deriva del supuesto de que no se des-

cuentan los beneficios futuros del anclaje de las refor-

mas. Este supuesto implica que la UE y los países ter-

ceros mediterráneos (PTM) tienen el mismo tipo de

descuento cero. Sin embargo, en el contexto de los

PTM los tipos de descuento no son uniformes. Los go-

biernos mediterráneos descuentan el futuro mucho más

que la UE. Debido a que el valor futuro del intercambio

disminuye rápidamente para los gobiernos mediterrá-

neos, el intercambio entre las partes debe producirse

más bien pronto que tarde. En caso contrario, es posible

que no llegue a producirse.

Tras haber extraído las condiciones analíticas que de-

ben cumplirse, el presente artículo evaluará, en los dos

apartados siguientes, el acceso al mercado y las provisio-

nes de transferencia financiera de la Asociación Eurome-

diterránea y la Política Europea de Vecindad, a la luz de

tres criterios: i) la «exhaustividad» de los acuerdos; ii) el

vínculo entre los pagos adicionales de la UE y las refor-

mas mediterráneas; y iii) el tamaño y la importancia de los

pagos adicionales de la UE al comienzo del período en los

acuerdos bilaterales celebrados entre la UE y los PTM.

4. La capacidad de anclaje de la Asociación

Euromediterránea

Exhaustividad de los acuerdos

Un análisis jurídico del contenido de los acuerdos de

asociación bilateral de la AEM y del reglamento MEDA

10 RELACIONES EUROMEDITERRÁNEAS
Enero-Febrero 2009. N.º 846

ALFRED TOVIAS

ICE

1 La aportación clásica a la teoría del bien público es la de
SAMUELSON (1956).



muestra que ambos dejan un amplio margen a la discre-

cionalidad, tanto de la UE, como de los gobiernos medi-

terráneos. Con tal margen, los agentes gubernamenta-

les y sociales, tanto de la UE como de los PTM, tienen la

motivación de imponer desviaciones con respecto a los

compromisos codificados en los acuerdos de asociación

(AA) y el reglamento MEDA. Esto se debe a que estos

agentes esperan que su cabildeo o presión para evitar

el cumplimiento dará frutos, dado el margen de manio-

bra con el que cuentan los responsables de sus políti-

cas. Es probable que el cabildeo o la presión para evitar

el cumplimiento sean superiores en los PTM, porque és-

tos soportan la mayor parte de los costes de las refor-

mas y sus gobiernos se caracterizan por un mayor gra-

do de vulnerabilidad ante la presión de los grupos de in-

terés. Por tanto, según parece, es posible que los AA y

el reglamento MEDA no conduzcan a un elevado grado

de cumplimiento por parte de los gobiernos mediterrá-

neos (es decir, es posible que el pilar económico de la

AEM no sea un anclaje eficaz para la reforma de las po-

líticas públicas).

El vínculo entre las concesiones de la UE

y las reformas mediterráneas

Desde un punto de vista jurídico, las «zanahorias» de

la UE (asistencia MEDA) y el compromiso de los gobier-

nos mediterráneos de eliminar los aranceles industriales

sobre los productos con origen en la UE no han estado

vinculados directamente, a lo sumo el vínculo ha sido in-

directo. Supongamos que un gobierno mediterráneo

pone en práctica las medidas de liberalización comercial

con las que se comprometió de conformidad con calen-

darios inscritos varios años antes en el AA. No ha existi-

do ni existe una garantía explícita de que la asistencia

MEDA aumente o vaya a aumentar en consecuencia.

En otras palabras, existe lo que puede describirse como

condicionalidad asimétrica. También hay una incoheren-

cia en el factor tiempo: los calendarios del MEDA están

vinculados administrativamente desde 1996 con los pro-

gramas financieros multianuales generales de la UE (las

denominadas «Perspectivas») y no con los calendarios

de reforma previstos en los acuerdos de asociación bila-

terales celebrados en diferentes fechas desde 1995.

Por ejemplo, Egipto no puso en práctica su AA con la

UE hasta hace poco, aunque ha estado beneficiándose

del MEDA desde el comienzo.

Concesiones de la UE y el incentivo

para que los gobiernos mediterráneos

se desvíen de la reforma de las políticas públicas

Un examen de los acuerdos de comercio y «ayuda»

de la AEM revela defectos significativos. En primer lu-

gar, la AEM no ha tenido como resultado que la UE haga

nuevas concesiones comerciales importantes a los

PTM. Y, en segundo lugar, la UE no ha respondido hasta

hace poco con concesiones significativas respecto a las

normas de origen y la acumulación.

Esta aparente falta de concesiones de la UE, al co-

mienzo del período, debe tomarse en consideración jun-

to a los incentivos para que los gobiernos mediterráneos

se desvíen del compromiso de reforma. El Cuadro 1 de-

muestra que casi todos los PTM para los cuales hay da-

tos disponibles (excepto Argelia y Siria) han tenido défi-

cit constantes en su balanza comercial con la UE. Ade-

más, para varios países el déficit comercial ha tendido a

aumentar con el tiempo. En estas condiciones es muy

probable que los productores mediterráneos que compi-

ten con las importaciones intensifiquen su presión sobre

los gobiernos mediterráneos para frustrar su compromi-

so de reforma, si no han estado haciéndolo ya. En cuan-

to a la UE, en vez de proporcionar concesiones signifi-

cativas que permitirían que los gobiernos mediterráneos

concertasen alianzas con productores orientados hacia

la exportación, básicamente ha dejado que los gobier-

nos mediterráneos se las arreglen por su cuenta.

Así, la AEM se convierte en una negociación funda-

mentalmente a corto plazo, por la cual los gobiernos me-

diterráneos se benefician del aumento de las subvencio-

nes del MEDA y de los préstamos del Banco Europeo de

Inversiones, y no de los beneficios a largo plazo de la re-
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forma económica que supuestamente debía «anclar» la

AEM. La suposición subyacente de la UE ha sido que el

aumento de su asistencia financiera con respecto al pe-

ríodo anterior a 1995 podría marcar la diferencia y tener

una influencia real sobre la reforma económica y política.

Pero, ¿es ello así? En absoluto.

5. ¿Es mejor la Política Europea de Vecindad en

cuanto a su posible capacidad de anclaje?

Este apartado analiza brevemente las principales ca-

racterísticas de los aspectos económicos de la nueva

PEV, para luego determinar la medida en que puede

funcionar como un anclaje para las reformas políticas en

los PTM, mejor que la ya «antigua» AEM. También reali-

zaremos una comparación con la pertenencia de pleno

derecho a la UE.

Los principales elementos de la iniciativa de la Comi-

sión pueden encontrarse en el documento de la Comi-

sión de marzo de 20032 y las conclusiones del Consejo

Europeo de junio de 20033. En contraposición a la De-

claración de Barcelona, de 1995, los documentos ha-

blan de «relaciones preferenciales dentro de un marco

diferenciado que responde a los progresos de los paí-

ses socios en áreas definidas, en concreto las reformas

políticas y económicas». A cambio de avances concre-

tos, que demuestren valores compartidos y la aplicación

efectiva de reformas políticas, económicas e institucio-

nales, a los vecinos de la UE se les está ofreciendo la

posibilidad de una participación en el mercado interior

de la UE, así como otras formas avanzadas de coopera-

ción en campos clave de interés mutuo. Esto incluye

una mayor integración y liberalización para promover la

libre circulación de personas, mercancías, servicios y

capitales a medida que los países, en cuestión, hagan

avances hacia metas y parámetros acordados, conteni-

dos en planes de acción individuales que tienen en

cuenta sus circunstancias específicas.

De esta forma, los nuevos acuerdos deberían permitir

que los vecinos participasen en casi todas las áreas de la
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CUADRO 1

BALANZA COMERCIAL DE LOS PTM CON LA UE-27, 2000-2007

2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007

Argelia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 10.380 8.422 6.078 6.573 5.741 10.393 14.199 9.934

Egipto . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . –4.841 –4.114 –3.421 –2.769 –3.370 –3.262 –1.430 –3.361

Israel . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . –5.693 –4.706 –4.831 –3.804 –4.139 –3.794 –3.953 –3.073

Jordania . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . –1.495 –1.732 –1.737 –1.675 –1.703 –1.957 –2.442 –2.439

Líbano . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . –2.731 –2.892 –2.958 –3.250 –3.114 –2.958 –2.973 –2.999

Marruecos . . . . . . . . . . . . . . . . . . –1.687 –1.238 –1.403 –1.813 –2.326 –2.733 –3.245 –4.464

Siria . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1.636 2.064 2.112 774 86 151 480 172

Túnez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . –1.798 –1.776 –1.499 –992 –867 –1.161 –1.104 –573

Turquía . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . –13.162 215 –2.033 –3.594 –7.395 –8.543 –8.297 –5.731

NOTA: En millones de euros corrientes.
FUENTE: EUROSTAT.

2 COM(2003) 104 final, 11.03.2003. «Una Europa más amplia.
Relaciones con los países vecinos: un nuevo marco para las relaciones
con nuestros vecinos del Este y del Sur de Europa».

3 Conclusiones del Consejo sobre el documento «Una Europa más
amplia: nueva vecindad». Consejo Europeo de Salónica, 19-20 de junio
de 2003.



política comunitaria, comenzando por el comercio de

mercancías, capitales y servicios. Se ha hecho referencia

al Espacio Económico Europeo (EEE) y a la experiencia

de la Asociación Europea de Libre Cambio, pero la even-

tual adhesión a la UE no forma parte de la iniciativa. La

mayoría de los expertos coincide en que la oferta es

crear con los vecinos una especie de cuasi-EEE (es de-

cir, que excluya la libre circulación de la mano de obra)

utilizando, tal vez, el enfoque «a la carta» que se aplica

desde 1999 a las relaciones entre Suiza y la UE (centra-

do en las denominadas «cuestiones de segunda genera-

ción»). Obsérvese que los planes de acción adoptados

establecen objetivos y parámetros para reformas políti-

cas, económicas y legislativas nacionales con compromi-

sos, por parte de la UE, sobre la forma en que ésta debe-

rá responder cuando se cumplan los objetivos.

Como resulta evidente de la lectura de los documen-

tos relevantes, la UE hace hincapié esta vez en la nece-

sidad de reformas económicas y políticas y en la condi-

cionalidad positiva para presionar a Estados que han

sido, hasta la fecha, autoritarios y represivos para que

comiencen un proceso de democratización. El enfoque

general, sugerido por la Comisión Europea en su infor-

me de marzo de 2003, es la creación de tratados de ve-

cindad financiados con cargo al nuevo instrumento fi-

nanciero de vecindad (una mezcla de PHARE, TACIS y

MEDA) con una alta prioridad sobre la cooperación

transfronteriza. Dado esto, evaluemos estos elementos

a la luz de los tres criterios propuestos en la parte analí-

tica del presente artículo.

Exhaustividad de los acuerdos

De nuevo, como también era el caso en la Declara-

ción de Barcelona, los documentos de la Política Euro-

pea de Vecindad publicados son de naturaleza política;

no tienen carácter jurídico. En cualquier caso, los acuer-

dos de la PEV que se firmen en el futuro serán, por otro

lado, instrumentos intergubernamentales a los que se

aplicarán las típicas normas del derecho internacional

público. Los acuerdos no tendrán naturaleza suprana-

cional. Si los acuerdos de asociación existentes van a

ser simplemente revisados es probable que no se toque

la cláusula del «elemento esencial». Si por el contrario

se firma un acuerdo completamente nuevo siempre

existe la posibilidad de que se refuerce dicha cláusula.

Las decisiones del Consejo de Ministros sobre violación

de un «elemento esencial» de los acuerdos de asocia-

ción podrían tomarse en adelante por mayoría cualifica-

da, en vez de por unanimidad. Esto parece una condi-

ción sine qua non, sobre todo en un momento en el que

ya hay 27 países en el Consejo, pero no es algo que

deba darse por sentado.

¿Se revisará y reforzará el mecanismo de solución de

diferencias de los acuerdos bilaterales de la PEV? Sen-

cillamente, no lo sabemos todavía. La posibilidad de

que la UE castigue al gobierno mediterráneo que viole el

acuerdo con una medida de represalia parece bastante

poco probable, si no irrelevante, en el contexto de la

PEV: aunque los acuerdos bilaterales actuales de Zo-

nas de Libre Comercio se ocupan de liberalizaciones

arancelarias recíprocas que permiten que la UE respon-

da fácilmente a una violación aumentando los arance-

les, esto resulta casi imposible o poco práctico en el

contexto del Mercado Único. ¿Puede uno imaginarse

que si Israel decidiera retirarse de un «acuerdo de se-

gunda generación» anterior (a la suiza) tendente a gra-

var los intereses sobre bonos pertenecientes a residen-

tes europeos en Israel y transferir los beneficios a paí-

ses miembros de la UE (por ejemplo debido a una

reinstauración temporal de los controles de cambios),

ésta última se abstendría, a su vez, de gravar a los is-

raelíes residentes en la UE? Sería terriblemente engo-

rroso, difícil de regular y aplicar, y políticamente compli-

cado que las autoridades israelíes lo aceptasen.

¿O es realista pensar que si Israel decide reinstaurar

pesados controles administrativos sobre las importacio-

nes cuyo origen sea la UE (por ejemplo debido a cam-

bios en las leyes sobre kashrut del Estado), contrarios a

lo acordado en un acuerdo previamente firmado, los

países miembros de la UE responderían, a su vez, im-

poniendo nuevos controles equivalentes a las importa-
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ciones cuyo origen sea Israel? Sería absurdo, en la me-

dida en que no existen leyes de ese tipo que deban res-

petarse en la UE. En otras palabras: es mucho más

difícil tomar represalias en asuntos pertenecientes al

Mercado Único que en asuntos relacionados con aran-

celes.

El vínculo entre las concesiones de la UE

y las reformas mediterráneas

El nuevo instrumento financiero de vecindad no está

disponible para Turquía, Malta y Chipre, algo que lo dife-

rencia del MEDA. En cuanto a este último, no forma par-

te de acuerdos de vecindad que prevean una mayor in-

tegración en el Mercado Único de la UE. Por lo tanto, de

nuevo, desde un punto de vista jurídico, la nueva «za-

nahoria» (nuevo instrumento financiero) de la UE y el

compromiso de los gobiernos mediterráneos de eliminar

los obstáculos no arancelarios sobre los productos con

origen en la UE no estarán directamente vinculados.

Téngase en cuenta, también, que Israel, uno de los par-

ticipantes en la PEV, no se beneficia mucho, en cual-

quier caso, del nuevo instrumento financiero (funda-

mentalmente sólo de su componente multilateral).

Obsérvese que, aunque Israel no se benefició del

MEDA bilateral de la AEM, tampoco tenía que hacer es-

fuerzos de reforma comercial de conformidad con el

acuerdo de asociación Israel-UE de 1995, puesto que

las importaciones con origen en la UE entraban en

Israel sin aranceles, al menos desde 1989.

En otras palabras, de nuevo existe lo que puede des-

cribirse como condicionalidad asimétrica. Los gobiernos

mediterráneos no pueden condicionar la adopción de

ninguna norma comunitaria nueva, introducida en el

acervo, a préstamos del BEI o desembolsos de instru-

mentos financieros previos. Y de nuevo como en el caso

del MEDA, hay también una incoherencia en el factor

tiempo: los calendarios de ayuda exterior están vincula-

dos administrativamente con los programas financieros

multianuales generales de la UE (las denominadas

«Perspectivas») y no con los calendarios de reforma

que se preverán en los nuevos acuerdos bilaterales de

vecindad.

Por otra parte, la aceptación del acervo comunitario

actual y futuro no implica en general, y en cualquier

caso no de forma automática, una pérdida de ingresos

fiscales como resultado de la eliminación de los obs-

táculos no arancelarios sobre las importaciones de la

UE. Hay que recordar que esto causa actualmente im-

portantes quebraderos de cabeza a Túnez y el Líbano

en la aplicación de sus respectivos acuerdos de zonas

de libre comercio con la UE. La mayor parte de los obs-

táculos no arancelarios, impuestos por los PTM, no tie-

nen naturaleza fiscal, ya que, por ejemplo, no hay ni si-

quiera derechos antidumping sobre productos con ori-

gen en la UE.

Volvamos a los riesgos y costes a corto plazo para un

gobierno mediterráneo, asociados con la aplicación de

reformas comerciales y otro tipo de reformas políticas

como resultado de la obligación de adoptar el acervo

existente y cambiar el marco regulador. Estos costes de

adaptación podrían ser numerosos, y en ocasiones ca-

bría esperar una enorme oposición, no sólo de la comu-

nidad empresarial, sino también, lógicamente, de una

parte de la sociedad civil. Supongamos que acatar el

acervo implicase que Marruecos, Jordania o Israel revi-

sasen su legislación religiosa, por ejemplo respecto a la

importación de productos porcinos o la protección ani-

mal; o que Marruecos, Jordania o Túnez cambiasen sus

normas referentes a mercados abiertos y bazares (para

acatar la normativa sanitaria y medioambiental de la

UE). ¿Cuál sería la reacción del público en general o las

autoridades religiosas? Aquí no estamos hablando de

asuntos financieros prosaicos, sino de cuestiones de

identidad nacional.

Las concesiones de la UE y el incentivo

para que los gobiernos mediterráneos

se desvíen de la reforma de las políticas públicas

Como se explicó en el apartado 4, la UE debe propo-

ner, por una parte, ofertas de pagos adicionales al co-
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mienzo del período que estén lo más cerca posible de la

oferta final en un juego de negociación, ya que los go-

biernos mediterráneos tienden a descontar el futuro. Por

otra parte, las ofertas deben ponerse en relación con los

incentivos que tiene un gobierno mediterráneo para

desviarse del compromiso de reforma política.

Desde el punto de vista de las concesiones comercia-

les de la UE, la PEV parece ser bastante significativa y

una innovación real en relación con la situación actual

de acceso al mercado de los PTM en la UE, que data

nada menos que de 1977, cuando se eliminaron todos

los aranceles industriales de la CE. Los obstáculos no

arancelarios sobre sus exportaciones de mercancías y

servicios a la UE desaparecerían en todas aquellas

áreas de actividad económica respecto de las cuales

escogiesen adoptar el acervo interno de la UE. Es po-

tencialmente mucho más importante el hecho de que ya

no habría ningún motivo para que las multinacionales

europeas o de terceros países se estableciesen en ex-

clusiva en la UE para beneficiarse del Mercado Único.

Invertir en los vecinos mediterráneos (por ejemplo Tú-

nez) proporcionaría beneficios comparables. Esto po-

dría tener mucha relevancia para empresas de las in-

dustrias alimentaria o química, donde los PTM tienen al-

guna ventaja relativa.

No obstante, no debe olvidarse que todo se formaliza-

ría sobre la base de la reciprocidad. Sin embargo, para

que sea justa para la UE, la concesión de acceso a un

Mercado Único de más de 450.000.000 de personas no

puede compararse con la concesión de un acceso recí-

proco al mercado de cualquiera de los PTM en cuestión.

De hecho, la concesión de la UE es la misma que se da

a los países miembros de pleno derecho. Todavía no

está claro si en el futuro la UE estará preparada para in-

cluir los productos agrícolas en su oferta. Esto podría

ser una concesión clave que tentaría a los gobiernos

mediterráneos a arriesgarse a adaptarse al acervo y lle-

var a cabo las reformas correspondientes.

En cualquier caso, la PEV representa un caso de con-

cesiones de la UE al comienzo del período que debe-

mos comparar con los incentivos para que los gobiernos

mediterráneos se desvíen del compromiso de reforma.

Evidentemente, tenemos aquí un caso que permite que

los gobiernos mediterráneos concierten alianzas con

productores orientados hacia la exportación, para con-

trarrestar a productores que compiten con las importa-

ciones, y que permite mantenerse firme ante grupos de

interés que quieren desbaratar las reformas: una situa-

ción que contrasta, de forma muy positiva, con los desi-

guales acuerdos de asociación bilateral firmados de

conformidad con la Asociación Euromediterránea.

Ya se mencionó más arriba que es ingenuo pensar

que el aumento de la asistencia financiera, consecuen-

cia del MEDA, marque la diferencia y tenga una influen-

cia real sobre la reforma económica y política en el Me-

diterráneo meridional. Esto también se aplica al nuevo

instrumento financiero de vecindad. Pero, en algún sen-

tido, no es tan importante, ya que las concesiones co-

merciales de la UE que implica la PEV son enormes,

como se acaba de señalar.

6. Conclusiones

El análisis anterior refleja que la situación es algo más

alentadora respecto a la Política Europea de Vecindad

que a la Asociación Euromediterránea. Por una parte,

los acuerdos de asociación existentes y el marco de

asistencia del MEDA han sido contratos fundamental-

mente «incompletos» que dejan un considerable mar-

gen a la discrecionalidad de la UE o de los gobiernos

mediterráneos. Por otra parte, ni los acuerdos de aso-

ciación ni el marco del MEDA se redactaron con vistas a

interiorizar las externalidades positivas asociadas con

las reformas políticas. Por el contrario, el marco contrac-

tual se inspiró en la necesidad de limitar el daño para la

UE que, probablemente, provocarían las externalidades

negativas, siempre y cuando sigan faltando reformas

políticas en la región mediterránea. En otras palabras: la

AEM se ha inspirado en la necesidad que la UE percibe

de limitar su exposición a las externalidades transfronte-

rizas que surgen a raíz de problemas económicos y polí-

ticos en la región mediterránea. Esto contrasta con una
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concepción de la reforma de las políticas públicas como

un «bien público», según la cual la colaboración entre la

UE y los PTM conlleva el contribuir al coste del bien pú-

blico que se producirá (es decir, la prosperidad econó-

mica y la estabilidad política).

Ésta es la razón por la cual, hasta fechas recientes,

las concesiones económicas que la UE ofrecía, en el

contexto del Proceso de Barcelona para el estableci-

miento de una «zona de prosperidad compartida» me-

diante una «colaboración real», no sólo eran insuficien-

tes sino que también estaban demasiado concentradas

al final del período como para tentar a los políticos medi-

terráneos a «atarse las manos». El atractivo de la «anti-

gua» AEM, como anclaje de la reforma de las políticas

públicas en los PTM, podría haber sido mayor si los

acuerdos de asociación hubieran contenido concesio-

nes comerciales más tangibles e inmediatas, sobre todo

en agricultura, alimentos procesados, y en relación con

las normas de origen (según la propuesta de hace más

de una década de Tovias, 1992: 125-7).

Del mismo modo, apoyar la Asociación Euromedite-

rránea sobre la base de la asistencia financiera ha sido

una estrategia equivocada, por dos motivos. Primero, el

marco contractual que implica la AEM no ha sido lo sufi-

cientemente «exhaustivo» ni «justo» como para garanti-

zar que los gobiernos mediterráneos se embarcasen en

reformas políticas y siguiesen comprometidos con ellas.

Y segundo, incluso si se hubieran cumplido las condicio-

nes de «exhaustividad» y «justicia», la influencia de la

ayuda financiera sobre la reforma de las políticas públi-

cas era y ha sido siempre «fungible». Es muy difícil de-

terminar que las reformas políticas emprendidas por los

gobiernos mediterráneos, de acuerdo con la condiciona-

lidad de la ayuda comunitaria, no se hubiesen llevado a

cabo en ausencia de dicha ayuda. Y si esto resulta im-

posible de determinar, la condicionalidad de la ayuda fi-

nanciera deja de ser un ancla para la reforma de las po-

líticas públicas y degenera en un marco para transferen-

cias de renta pura y simplemente.

Sin embargo, la apertura de nuevos mercados de ex-

portación, a través de concesiones de la UE, reduce la

presión nacional directa sobre el gobierno mediterráneo

reformista, y permite que los políticos mediterráneos

concierten alianzas con productores orientados hacia la

exportación. De esto es exactamente de lo que trata la

Política Europea de Vecindad en el campo de la econo-

mía. De hecho, me gustaría concluir diciendo que «ofre-

cer una participación en el Mercado Interior de la UE»

podría ser, paradójicamente, el road map económico im-

puesto por la UE para anclar la reforma política en terce-

ros países mediterráneos dispuestos a ello. Y los minis-

tros de finanzas de los PTM deberían estar totalmente a

favor, puesto que, a diferencia de los acuerdos de aso-

ciación formalizados de acuerdo con la AEM, no debe

haber pérdida de ingresos fiscales. Por otra parte, es de

esperar mucha oposición a la reforma no sólo por parte

de factores de producción o empresas locales que com-

piten con las importaciones, como ocurre con la liberali-

zación arancelaria pura en el contexto de la antigua

AEM, sino también de sectores de la ciudadanía y/o la

sociedad civil en general, ya que muchos podrían consi-

derar que la integración en el Mercado Único cuestiona

la identidad nacional.
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